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la pr tec· i, n a !· !ildustria nacional y la 

i tegractón económica de Arnénca latina 

Esta prohibición [de las importaciones] hace que los fabricant es del país, 
no teniendo la concurrencia de los extranjeros, levanten el precio de sus ma· 
nufacturas con daño de nuestros consumidores . . . [Además 1 da ma rgen a 
que se ocupen los capitales y la industria en empleos poco productivos en sí 
mismos; pero que a favor de la prohibición proporcionan , o por mejor decir, 
aparen tan proporcionar grandes ventajas a los productores privilegiados. 

Manuel Ortiz de la Torre - México- 1823.* 

Con motivo de varias importantes declaraci ones formuladas durante las Jornadas lndustriale~ de Jali ~co 

(Guadalajara, julio-agosto de 1967) se despertó, en las últimas semanas, un animado debate acerca de 

la política mrxicana de protección a la industria y sus perspect i1·as inmediatas, habida cuenta, partÍ· 

cularmente, del proceso latinoamericano de integración económica, en el que México toma parte de ma­

nera sobresaliente . 

No es posi:hle di scutir a estas alturas - y, desde luego, este aspec to ha quedado fuera po r com· 

pleto del debate al que se hace referencia- si la política dr protecc ión industrial - a traYés de aran· 

celes y controles no arancelarios de la importación, espec ialment r el régimen de permiso preYi o- ha 

brindado o no impulso a la industrialización de México, o si podía haberse seguido una 1·ía distinta 

para el asegurantiento del desarrollo industrial del país. Es e1·idente que en la política de protecc ión se 

encuentra uno de los elementos básicos, si es que no el fundam ental, del acelerado proceso de industria­

lización de México y que - lo mismo en el siglo XIX cuando, una 1·ez rota la dependencia políti ca colo­

nial, se intentaba establecer la base de la independencia económica, que después de la Revolución de 

1910-17, cuando empezó a librarse la batalla por la modernización del país- no ex isti ó alternativa 

válida alguna a la políti ca nacionalista de desarrollo autónomo que eli gió el país. Va le la pena recordar. 

además, que la política de protección caracterizó las eiapas iniciales del desa rroll o industrial de los paí ­

ses hoy avanzados y, en buena medida, sigue aÚn Yi gente, sobre todo en el caso de ciertas ma nufactu · 

ras ligeras. 

Lo que importa discutir - y lo que, en realidarl. constitu ye la esencia del debate de que se ha­

bla- son las modalidades actuales de la políti ca de protección. su influencia en el sentido y ritmo del 

desarrollo industri al del país y las modifi caciones que deben introducirse en tal políti ca para hace rl a 

congruente con los nuevos objetivos de dicho desa rollo : asegurar a la crec iente población de Méx ico 

una oferta abundante y di versificada de bienes de calidad adecuada y prec io competiti\'o y, al mismo 

tif'mpo, proporciona rl f' fuentf's de trabajo sufi c ient f's . a nin·!Ps aclecu a do~ ele product ividad y rrmune· 

* Véase " Vote> particu lar de l diputado Manuel Ortiz de la Torre", Diario de la ]unta Narional lnstiwyent e del 
/m¡¡eriu Me.riran o. México, 1!!22 rpor er ra ta. en rP.a lidad . 11123 1. rr. 259-264. 
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racwn, por una parte ; y, por otra, partiCipar dinámicamente -vía exportación de manufacturas- en 

un mercado mundial creciente. Esto último permitiría no sólo ampliar las disponibilidades de divisas 

sino asegurar una amplia base para la expansión de la planta industrial. La perspectiva de la integra­

ción económica latinoameri cana -abierta, a mediano plazo, por el compromiso solemnemente adoptado 

por los Presidentes el e la región en Punta del Este- impone la necesidad adicional de preparar a la 

inclustrin del país, no sólo para un sistema de lihre comercio regional , sino para la participación diná­

mica en acuerdos ele complementación industrial. 

Salvo diferencias de matiz, cuya importancia es- meramente marginal, y apreciaciones diversas 

sobre la opor tunidad y alcance de las medidas de revi sión ele la política de protección industrial que 

eventualmente se adopten, es fá ci l advertir una importante coincidiencia de opiniones en el debate al 

que se hace referencia. No sólo los alto~ funcionarios del sector público que participaron en él, sino 

tamhién importantes voceros de la iniciativa privada, coincidieron en el planteamiento de una tesis que, 

en sus líneas más generales, cabe en los siguientes términos: 

Aunque en la política de protecc ión industrial se halle, quizá, el motor básico del desar-r-olle in· 
dustrial de México, en la actualidad y en algunos sectores industriales se manifiestan algunas repercusio­

nes negativas de esa política, sobre todo en la forma de estructuras de costos excesivos, cuyo abatimiento 

no se ve alentado por la competencia; asignación inadecuada de los recursos; precios no competitivos 

internacionalmente, que sólo en parte refl ejan problemas de costos elevados y, a menudo, permiten 

tasas el e ganancias rx traordinarias; distorsiones de la estructura productiva , derivadas del aliento que 

la protecc ión proporciona a producciones superfluas o antieconómicas, e incapacidad para competir en 

los mercados internacionales, tanto por diferencias de calidad como de prec io. 

Ante tal situación, la línea válida ele política económica -y en este señalamiento se manüene 

aún la co incidencia de cri teri os aludida- podría consistir en revisar los mecanismos y ni veles de pro­

tecc ión , con el fin de restituirlos a su objeti vo verdadero, el fomento de la industria, y evitar que sigan 

actuando, con el tiempo, como elementos de distorsión del desar rollo industrial del país. 

Empero. todo parece indica r que es a ún largo el cam ino para llegar a la instrumentación ele 

medidas concret as en rs te campo. Por una parte, debido a que aún no se conocen con prcc!sJOn, en 

muchos casos, los rfectos reales de la política de protecc ión sobre sectores o ramas industriales especí­

ficos y, r n ocas iones, ni siquiera ~t' ha cuantificado el nivel real de protección que ha sido acordado a 

determin adas industrias. Eviclentr mente, se ría peligroso aventurar medidas que no estuvi esen encamina­

das, por falta ele información, al origen verdadero de los problemas. Pero, adPmás, ex istr , en buen 

número el e sectores inclustriaiPs, una evidente reticencia aceptar que se traduzcan en medidas concretas 

los lineamientos básicos ele políti ca generalmen te aceptados. P arece indiscutible que es necesario vencer 

esas reticencias por el que quizá sea el mejor ele los cam inos: dPmostrar en la práctica que la reducción 

progresiva ele les niYeiPs ele protección , lejos ele conducir al colapso de las industrias, eleva sus rendi­

mientos globales . El mercado común latinoamericano ofrece una oportunidad notable para la instrumen­

tación ele una política ele esta naturaleza: una industria abierta ex itosamente a la competencia zonal, 

temPrá menus la rYentual apertura a la competencia extrazonal. 

Parece, pues, estar germinando la tácti ca ele la revisión de la política mexicana cJp protección 

industri al. Esa táctica incluye mrcliclas como las sigui entPs: determinación el e los niveles reales ele pro­

tección y ele sus efectos e n sectorrs industriales selecc ionados; aplicación gradual, en el tiempo, ele 

pro¡rramas de red ucc ión prog resiYa el e los niveles ele protecc ión , en el caso ele las industri as ya estable­

cicl as; co ncfsión de protecc ión programada, mediante ni vr,les reales decrecientes en el ti empo, para las 

inclustri as nuen ;; que cl emostrast·n necesitarla; adopción ele una política cleciclicla ele desg ravación au­

tomática para las importac iones zonales, con vistas a la integración regional latinoamericana, y estable ­

cimi ento de programas de auxilio fin anciero para la n•localización ele industrias o la reasignación de 

recursos qut• ('Yentualmente puf'fla deri,·arsr de la políti ca de desg rayación. 
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Quizá no sea excesivamente optimista esperar, en el futuro inmediato, un consenso sobre la tác­

tica de la rev isión de la política de protección, semejante al que ya se ha producido sobre la necesidad 
misma de tal revisión. 

Fase de transición en la 

integración latinoamericana 

A poco de terminar dos períodos de sesiones extraordinarias de la Conferencia y en vísperas de la Segun­

da Reunión del Consejo de Ministros de la ALAL C, pueden encontrarse ciertos indicios de que el proceso 

latinoamericano de integración económica atraviesa por un momento de incertidumbre. Era de preverse 

que la aplicación del Plan aprobado por los Presidentes latinoamericanos en Punta del Este exigiría de los 

miembros de la ALALC la superación de algunas indecisiones y renuencias y, por consiguiente, tomaría un 

lapso relativamente largo . Un fenómeno semejante, aunque a un nivel de integración más alto, es tam­

bién apreciable en Centroamérica . 

En la reunión efectuada en San José de Costa Rica, a fines de julio último, por la Comisión ad 

hoc de contacto entre la ALALC y el Mercado Común Centroameri cano, se discutió el proyecto de acuerdo 

para el establecimiento de la Comisión Coordinadora de las actividades de ambas agrupaciones sub re· 

gionales, prev ista en la Declaración de los Presidentes. En ambas agrupaciones no exi sten, por el mo­

mento, ciertas condiciones necesa rias pa ra hacer frente a otros temas, enumerados en la citada Declara­

ción, como pasos sucesivos en el proceso de convergencia que debe conducir paulatinamente al Mercado 

Común Latinoamericano. Tanto la ALALC como el Mercado Común Centroamericano tienen que dilucidar 

importantes cuestiones pa ra consolidar sus respectivos arances y orientarlos en sentido convergente. En 

r l caso de la ALALC, no puede pasarse por alto el hecho de que el intercambio comercial entre sus miem· 

hros - medido según las ci fras de importación- fue ligrramente inferior en 1966 al alcanzado en 1965 

y la proporción de rse intercambio respecto al comercio ex terior glogal de la Zona se redujo a 10.55%, 

desde 11.34% en t> l año anterior . El descenso de las corri entes comerciales dentro de la Zona, no obstante 

r l hecho de que los países miembros aumentaron aprec iablemente durante 1966 su comercio con terceros 

países, interrumpe la tendencia que se había observado a partir del primer a ño de apli cación de conce­

sionrs entre los signat'arios del Tratado de Montevideo, 1962. 

Por otra parte, en el Cuarto Período de Sesiones Extraordinarias de la Conferencia de las Partes 

Contratantes, celebrado en Montevideo desde mediados de junio a fin es de julio, se pasó rev ista, a unque 

sin poder llega r a acuerdos completos, a la restitu ción de márgenes de preferencia dentro de la Zona, 

la negociac ión de concesiones con Venezuela y la preparación de la segunda lista común. 

Cabe destacar, además, que en los trabajos reali zados por el Comité Ejecutivo Permanente de la 

ALAL C, en Montev ideo, pa ra preparar la Segunda Reunión del Consejo de Ministros (Asunción, 28 df' 

agosto de 1967) se han tenido que sa lvar ciertos escollos para a rmoniza r criterios nac ionales di s tintos 

sobre varios asuntos derivados de la Primera Reuni ón del propio Consejo (d iciembre de 1966) y de la 

Declaración de los Presidentes. La m a yo ría de ellos son asuntos de import aneia cap ital para el futuro 

rumbo de la Asociación y, por ende, de todo el proceso de intrgración latinoamericana. Recuérdese que 

la li sta co mprende, en tre otras, las siguientes cuesti ones: 
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a) régimen de desgravación programada, tanto para el perfeccionamiento de la zona de libre co· 

mercio como para el mercado común regional; 

b) compromiso de no crear nuevas restricciones al comercio rPcÍproco y establecimiento de un 

margen de preferencia zonal; 

e} implantación progresiva de un arancel común externo; 

d) estímulos para la concertación de acuerdos sectoriales de complementación industrial; 

e) concertación de acuerdos subregionales de carácter transitorio; 

/) sistema de relaciones con los países centroamericanos. 

Ante un cuadro como el que acaba de describirse, resulta muy oportuna la advertencia hecha por 

el Secretario de Relaciones Exteriores de México, en recientes declaraciones, en el sentido dt> que no se 

puede desconocer la existencia de diferencias entre los países miembros. Cierto es que, como también 

puntualizó, no se trata de diferencias caprichosas, pues su razón de ser está fundamentalmente en que 

América Latina "es un conjunto heterogéneo de países". Según el Sr. Lic. Carrillo Flores, no sería de ex· 

trañar que "durante las reuniones de Asunción se subrayen mucho las discrepancias" . 

Lo anterior no debe inducir al desánimo, sino más bien a meditar una vez más sobre la urgencia 

de abrir ancho cauce a los acuerdos subregionales, pero tanto en el sur como en el centro y en el norte de 

la región latinoamericana. La precisión geográfica a que recurrimos se explica debido a que la idea 

de este género de acuerdo, que despuntó pública y oficialmente por primera vez en la Cuarta Conferen· 

cia de las Partes Contratantes (octubre de 1964), no debe ser entendida como instrumento resen ·ado a los 

países miembros de la ALALC entre sí. Ahora, el enfoque subregional abierto, con base en grupos menores, 

aparece como una de las líneas de progreso más evidentes y podría ser adoptado de manera decidida y 

compatible con el propósito último de un mercado común de toda la región. A nuestro modo de ver, el 
enfoque subregional abierto presupone dos cosas: a) que el grupo pueda comprender países de distintas 

agrupaciones; b) que los acuerdos subregionales sean de características flexibles y aun diversas. No hay 

razón para ex igir que todos esos acuerdos se ajusten al mismo patrón y se apliquen a los mismos sectores 

de la economía. 

e 

DPspués de más de dos años de actitudes negativas de lDs gob iernos y los sectores privados de los países 

industriales hacia las propuestas en favor de la extensión de preferencias comerciales a los países en 

desarrollo, se ha dejado sentir, durante los últimos meses, un cierto cambio en estas actitudes tanto en 

Estados l ;nidos como en Europa occidental. En la actualidad, es bastante impresionante el número de 

,·oces que admiten la necesidad de abrir selectivamente los mercados de los países avanzados a las im· 

portaciones de manufacturas y semimanufacturas procedentes de las regiones subdesarrolladas, aunque 

todas estas sugerencias quedan todavía bastante lejos de los planteamientos de América Latina Y otras 

regiones en el seno de la UNCTAD. 
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una de las primeras voces posJt1vas que se hi cieron oír en la primave ra del ano en curso provino 

del National Export Expansio n Council , un organismo de hombres de negocios nortPamrricanos, qn e 

recomendó al Gobierno de su país que prestase mayor atención al problema de los in g resos in sufi c i e nte~ 

procedentes de las exportaciones de los llamado~ países pobres. E l Consejo declaró que. aunq ue las redu c­

CIOnes arancelarias especiales a favor de los países en desa rroll o deberían regirse, dentro de lo posib!t-. 

por la cláusula de la nación más favorPcida, 

no debía descartarse la concesión de reducciones arancelarias de ca rácter pre ferencial, en el su­

put>sto de que otros países industriales estuvi t>se n dispuestos a otorgar ta les concesiones, y de que 

pudie ra estabiP.ce rse razonablemente que los benefi cios qu e se deri,·a rían . tan to para los países 

otorgantes corno para los beneficiarios, serían de magnitud tal que justifi caran ese apartamiento 

de la política establecida. 

A mediados de mayo, en el congreso anual de la Cámara Internacional de Comercio, que tmu 

lu ga r en Montrea l, Canadá, surgió de nuevo el tema de las pre ferenc ias, en vista de qu e los datos dis­

ponibles sobre la fa se final de las negociaciones de la Honda Kt> nn ed y no deja ban lu gar a dudas de q¡w 

sus resultados era n insa tisfactorios para los países en desa rrollo. En el deba te alrededor del tema general , 

¿,Qué queda por hacer de~pués de la Ronda Kennedy ?, se oyeron en t'l eon gn.- ~o de· la CI e opiniones 

- particularmrntr de representantes norteamericanos- so bre la necesidad de aloo rd a r a fondo el problema 

del aumento de las exportaciones de los países en desarrollo. Se men cionó la pos iiJilidad de abrir l o~ 

mercados industrializados a los productos competiti,·os de las regiones subdesarroll adas. sug iriéndus1· 

tamb ién informalmente que el BIHF, t•l GATT y el Fl\II de finan conjuntamentf' qué paises pudrían aproYI'· 

charse de algún tipo de tratamiento preferenciaL el que estaría limitado tanto t n el número de producto~ 

como en su duración . Se habló también de que quizá la política más favorable se ría establece r un 

sistema de cuotas, que co rresponderían a los compromisos que cada país desarollado asumiría para per­

miti'r la entrada preferenc ial de cierta cantidad ele produ ctos procedentes de los paíst•s en desa rrollo. Ta­

les cuotas podrían quizá definirse en términos de la magnitud de los mercados de cada país. 

En junio últinw, el Conunittee for Ecunomic lJevclo¡nn crll , de Estados Lnidu~. eonjuntanwnh' ro n 

organizaciont>S semejantes de Europa occ idental y Japón. mo~tró también cie rta di ~pos ició n a apoyar 

- aunque con bastautes resen·as- el sistema de pre fe re n cia ~ g"I'JH' rales, dt·claranclo qut· , dentru de una 

nuen1 política C<' merc ial hacia los pai~es t•n d e~a rrollo c u, ·o~ ra~gu~ detallados dchnían di~c ut i r~e en la 

Segund a U:\'CTAD y negoc iarse posteriormente en ,.1 GATT. 

los países de alto ing reso de be rían adoptar un programa de· redu cc ión de l o~ olo~túculo :-; a la ~ 

importac i une~ de manufacturas. Tal program a d ebería co rH't•n tra rse t•n aque llo~ produ cto~ qtu· 

ofrezca n las mejores oportunidadf•s para el inc r t> nwnto de las import ac iones proceden tes d,· lo~ 

países en desa rrollo. Probablemente estos produ ctos se rían la s ~emimanufacturas y ma nufa c tura~ 

co n alt o insumo de mano ck oiJra. inclu yendo a los produ c t o~ de l a ~ indu ~ tria ~ de t · n sa mhlt~ y a 

las nwnufacturas de partes Y acc-Pso rios." 

Finalml'nte, a nH'diados de julio, en ocasión de las a udi t· rwia ~ clt-1 Comit é [cunú rni co Cunj urllo 

del Senado y la Cámara Ba ja del Congreso de EUA, un alto fun cionario d1·l Departament o de Estado 

Yaticinó que los países de la O CED quizá presentt ·n a la Segund a L :\'C:T.~D una proptll's ta conjunta so l•n· 

las pre fcrr ncias a ran celarias para los países en desarrollo. El problema ,-iene siend o r~tudiado por un 

grupo de expertos de la OCED desde hace más de Un año )' . t' l informe del g rupo fi gura t'n eJ temari o 

de la próxima reunión ministerial de la O CED, que, como L'S cos tumbre. tendrú lugar en P a rís en no­

viembre próximo. El Yoce ro del Gobierno de Estados U nidos informó a los miembros del Co ngreso que 

los tres aspectos cruciales qu e surgieron de las discusiones del g rupo de ex pertos de la OCED son: la 

• Véase un amplio comentario a proposllo de esta decla rac ión en "El sec tor privado de los países industrial es 
ante los problemas comercial es del mundo en desa rrollo", Com ercio Exterior. julio de 1967, pp. 510-5 13. 
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magn itud de las prl'ferencias, las clúusula s de salvaguardi a para l a~ industrias nacionales de los paísrs 

a r anzados y la vige ncia d t> l s istenw preferencia l. St~ rs tún di ~r· util'ndo dos po~ ihl t•s r nfoq ues opr ra ti,·os : 

a} el rstahlrc irniento de cuotas pa ra la r ntrada libre dr produ cto:; drfinidos dr antr mano y li gadas a 

la ma gnitud de la demanda o el consumo r n los países ava nzados considerados pa rti cularmente; b) una 

nu rra se ri e de ne goc iac iont>s multil a terail's en t> l GATT. con la part icipac ión d t> todas las partes intr rf' · 

~a das. que aco rdaría rPha jas ara nct>la ri as gt·nt> rales q ue entra rí an f' n ri gor df' inmt·di ato para los países 

t•n dPsa rrollo y mús ta rde - t·n un período definido- para l a~ n aciu n r~ a \·a n zada~. Según el \'OCf' ro ofi. 

f' ial dP E~ tado~ l'nido~. ~ u g-o l1it·rno dr·ridiú finalnlf'nt f' apoya r algún s istema d t> prt> ff' rf' nc ia para los 

paÍsf's en d rsa rroll o para t' \·itar la prolife raci ón dt· lo:s ar·ut> rd cs rrg: iona les di ~c: rimin a tor i u~. del tipo dPI 

que existe entre la CEE y los países a fri canos, y por la posibl t> apari c ión de acuerd os bil a tera les entre 

di stint os hl oq ut>s rl'gionales. 

Cabe subraya r que la nU f' \·a pm• tcton de Estad o~ l inid os enco ntró un apoyo ~umamf' nt e débil 

entre los dPmás parti cipantes en las audiencias del Congreso . U n buen número de econom istas académicos 

expresó ~e rias dudas respecto a las ventajas rrales que p ur den dr ri\·arse de las prrferencias, usa ndo como 

a rgumento los resultados mu y limitados de la preferencia imperial t•n la Comunidad Británi ca y las 

prt>fe renc ias africanas . P or otro lado, varios mceros del sector pri\·ado sigui eron defendi end o las polí­

ti cas comerc iales tradicionales o - tratá nd ose de los reprrsentantl'S de los inte rest•s industri a les en Amé· 

rica Latina- rni vieron las propurs t a~ so bre las llamadas prefe rPn cia~ regionales. 

Empero. pa rece que, por un lado, r l e ~qtwma de la,- preff•n·nc ias regionales está aba ndonado y. 

por otra parte, aumrnta el inte rés de los países industriales por un plan genera l planteado en la \ lNí.TAD· 

Estos acontec imientos representan un adt>lanto resprc to a las nPcesidades dr los países en de~arrollo y 

ojalá se llegue en la segu nda UNCTAD a negociar las preferencias gPnerales y univP rsa l e~. 

Su rge. sin embargo. una duda muy import ante rrspec to a l o ri gen dr l interés r:rPcientt• en am­

bos lados del Atlán ti co por el s istema preferenc ial para las ma nufacturas y Sl'mimanuf:· ·turas ori gina rias 

de los paíse~ en desa r ro llo. ;.Se tra ta del mejor rn tendimiento dP las difi cultades q ue acosan a l hemis· 

ferio me ridional o de un progra ma df• acc ión qut· sustitu ya a otros'? Bien puede ser que SP intente ofre· 

ce r a las regiones subdesa rroll a d as la prome~a del comen :io dt· ma nufa cturas porqul' las perspecti vas de 

aume nta r la;; co rrientes de ay uda t·•conómica son sumamentt· d rsalentadoras y los pa íses industriales 

quieren ir a la segund a UNí.TAD con a lgún programa positivo, cua lquiera que sea su alcance. Apenas 

hace un as semanas en la reuni ón dt> l Com ité de Ayuda para Pi Dt>sa rroll o df' la O CED, su presidente hizo 

nota r tex tu a lnlf' nt e qu t' : 

La situació n actu a l [ en lo que se rr fi e re a las ccndicionrs de fin ancia miento para la ayuda] es 

insosteni ble. Es imposible, incluso, mantener la corr iente neta de ayuda en sus presentes niveles 

en vista del aumento de los pagos de amortización e intereses. 

Empero no hay indicios de que esta adve rtencia , como muchas anteriores, ha ya encontra do eco 

en las capita les de los países industriales. No cabe dud a que las co rrientes de ayuda económica a Amé­

ri ca La tin a. Afri ca y As ia - en términos netos- di sminu yen en lu gar de c rt>cer. Siendo así, y supo· 

ni endo que los países avanzados no qui eren hacer nada al respecto, ohv ia mr nte no bastaría que otor· 

garan a les países subdesarroll ados un sistema de prefe rencias comerciales cu yo efecto positivo ta rdará 

basta nt e ti empo r n dejarse sl~ ntir. 

Los pa íses en desa rrollo, incluyendo América Latina. necrsitan tant o la ayu da como el eomr rcio. 

Consecuentemente. en la segunda l.i'iCTAD tr ndrá n que presionar - en té rminos de negcciac ión y no de 

planteamiento general, como ya sP hi zo r n Ginebra en 196-1--- no sólo por la pronta adopción de un 

sistema de pre ferencias comerc iales. sino también por el aumento y la liber a lización de la ay uda finan· 

ciera directa. E l primero no podrá sustitui r a la segunda y se ría mu y conveniente que los países en des· 

arro llo lograran , de algun a m anera, informar de antemano a l o~ centros industri ail's que no Pstar ían 

disp uestos a aceptar estf' ti po de qu.id pro qua. 


